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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor del procesado JAVIER EDUARDO CASAS CUBILLOS, contra el fallo de condena proferido el quince (15) de septiembre de dos mil cinco (2005) por el Juzgado 36 Penal del Circuito de Bogotá, mediante el cual lo declaró penalmente responsable del punible de receptación y le impuso pena de prisión de treinta (30) meses e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso.

2.- HECHOS 

Fueron expuestos así en la primera instancia:

Ocurrieron en la mañana del 9 de Diciembre de 2002 en el parqueadero ubicado en la calle 62 sur No 19 D 28 barrio San Francisco de Bogotá, sitio al que llegó la policía con el fin de verificar la información mediante la cual se decía que en ese inmueble había un camión hurtado, montándose un dispositivo para capturar a los responsables y fue así como a ese inmueble llegó JAIRO ALBERTO CASAS CUBILLOS, quien pretendió abrir con las llaves respectivas el camión de placa SYL 858, pero se devolvió y en ese instante fue capturado por miembros de la policía, sujeto quien indicó que no sabe sobre la procedencia de tal vehículo, sino que su hermano de nombre JAVIER EDUARDO le pidió el favor que le llevara sus documentos los cuales se encontraban dentro de dicho furgón, sujeto éste quien de igual manera fue capturado momentos después, y quien reconoció haber traído el rodante hasta dicho parqueadero desde Puerto Berrío (Antioquia), por encargo de un señor CEDIEL, de quien desconoce cualquier otro dato.

Se estableció del diligenciamiento que efectivamente las placas que portaba aquel rodante SYL 858, y luego de las pruebas respectivas, no le correspondían y se estableció que las placas del mismo eran TPK 708, vehículo que había sido hurtado el 4 de septiembre de esa misma anualidad al señor WILSON RAMIRO GALLEGO cuando se desplazaba a Santa Rosa de Osos (Antioquia).

3.- IDENTIDAD 

Se trata de JAVIER EDUARDO CASAS CUBILLOS, titular de la cédula de ciudadanía No 79’909.648 de Bogotá, natural de Bogotá donde nació el 19 de Mayo de 1977, vive en unión libre con NIDIA GALEANO, hijo de Flor Marina y Álvaro, bachiller, trabaja como mecánico de carros. Sin antecedentes judiciales.
4.- CARGOS
Sin lugar a resolver situación jurídica por la índole del punible, la Fiscalía 156 Delegada en Automotores cerró la investigación
 y calificó el mérito sumarial mediante el proferimiento de Resolución de Acusación
 en contra de JAVIER CASAS CUBILLOS, al encontrarlo autor material de una conducta descrita como punible en el artículo 447 del Código Penal, bajo el rubro de RECEPTACIÓN..
En esa misma decisión, el ente Fiscal dispuso precluir la investigación contra el colateral JAIRO ALBERTO CASAS CUBILLOS y ordenó compulsar copias para que por cuerda separada se continuara la investigación por los delitos de falsedad en documentos públicos y privados
.
5.- FALLO 

La señora Juez del conocimiento, una vez concluido el debate público, optó por la condena con fundamento en que para el caso concreto la persona que tenía en su poder el vehículo hurtado no pudo dar ninguna explicación atendible acerca de las razones por las cuales ese rodante llegó a su disposición.
Dio validez al informe policivo que detalló la forma en que el camión fue recuperado y al relato de los uniformados que llevaron a cabo el operativo, otorgando convicción a lo indicado por el informante anónimo, pues en verdad era cierto que se trataba de un automotor hurtado, al cual le fueron cambiadas las placas y se adulteró su documentación para ocultar su real procedencia.
6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa
, en:

- No existió una investigación integral. La Fiscalía no hizo todo lo posible por verificar las citas y constancias aducidas por el procesado, como era su deber. Se hubiera podido, por ejemplo, intentar establecer la existencia de “Fredy el loco” en la forma en que lo había logrado su prohijado, esto es, a través de uno de los bomberos de esa localidad.
- La falladora sólo vio en la actuación lo que perjudicaba a su representado. Pasó por alto las probanzas favorables a él.
- Se quiere probar el conocimiento de la procedencia ilícita del bien por medio de indicios, a sabiendas de que éstos se construyen fundamentalmente con el razonamiento, que no puede ser caprichoso y arbitrario.
- El hecho de que le diera curiosidad la raspada de los documentos en el piso, eso no significa fatalmente que era sabedor de esa adulteración.
- No existen pruebas que desvirtúen lo expresado por los testigos en la audiencia pública, así que debe creérseles en el sentido de que CEDIEL es persona conocida en el sector de “la Estanzuela” que acostumbra visitar.
- Se debe presumir la buena fe de su cliente, por cuanto no se ha probado su mala fe. No existe prueba alguna acerca de que realizó alguno de los verbos rectores del tipo atribuido en forma dolosa. Todo son meras suposiciones o conjeturas.

- JAVIER EDUARDO actuó como un mero tenedor, reconocía dominio ajeno, es decir, no “poseía” el vehículo como lo exige el tipo penal de receptación.

- A su entender, entonces, no se cuenta con la plena certeza acerca de la responsabilidad de su cliente y debe ser absuelto porque aquí se le condenó con fundamento en “meras sospechas”.
7.- Para resolver se considera
El punto de partida esencial para la verificación del punible, lo constituye la evidencia incontrastable de estarse frente a un vehículo hurtado (furgón NPR de placas TPK-708). Eso es un dato cierto en la investigación, como quiera que existe constancia acerca de la denuncia del afectado WILSON RAMIRO VILLEGAS HENAO, de fecha 04 de Septiembre de 2002, quien padeció esa sustracción en modalidad de “atraco” cuando se dirigía al Municipio de Santa Rosa de Osos (Ant.), con la posterior incautación del automotor al ser reconocido con certeza por sus características externas y por su sistema de identificación
, no así por sus placas que fueron adulteradas (tenía puestas las placas SYL-858); razón de más para aseverar que se quería su ocultamiento a efectos de evitar la recuperación por parte de las autoridades.

Un recorrido por toda la actuación, nos enseña que el compromiso de JAVIER EDUARDO CASAS es directo, es decir, fue él y nadie más quien tenía la disposición y pleno dominio de ese vehículo, como quiera que poseía las llaves que permitían el acceso al mismo y su encendido. A su poder no llegó en forma casual, sino por entrega hecha en condiciones bien singulares que dan pie a pregonar en su contra prueba indiciaria de responsabilidad, como más adelante se verá.
En verdad, todo apunta en contra y nada a favor del procesado, pues no obstante su negativa a reconocer la autoría en un delito contra la correcta impartición de Justicia, es lo cierto que los elementos estructurantes de este punible están dados en el caso concreto. A saber:

Una secuencia de la legislación que ha regulado este ilícito, nos enseña: artículo 200 del Código Penal de 1936; Código Penal de 1980, artículo 177; Ley 190 de 1995, artículo 31; Ley 228 de 1996, artículo 9º; Ley 365 de 1997, artículo 7º; y, Ley 599 de 2000 artículo 447, con las modificaciones introducidas por la Ley 813 de 2003
 y el aumento de pena consagrado en la Ley 890 de 2004, artículo 14. 

La norma vigente para la época de los hechos, que como se recordará tiene como referente el momento en que se sorprendió al aquí justiciable en poder del rodante, esto es, el mes de Diciembre de 2002, es por tanto el original artículo 447 del Código Penal de 2000; disposición llamada a regular el asunto por favorabilidad ultraactiva dado que las posteriores reformas no sólo ampliaron los eventos típicos objeto de sanción, sino que las penas se hicieron más severas para los responsables de esa clase de comportamientos al margen de la ley.
Aquí se tiene claro que: (i) existe un sujeto determinado como autor material de la conducta, sin que se requiera calidad o condición especial. Es persona mayor de edad e imputable; (ii) se descarta a esta persona como autor o copartícipe de la conducta punible inicial -hurto-, pues no existe prueba a ese respecto
; (iii) hubo una acción prohibida, por cuanto la disposición censura a quien adquiera, posea, convierta o transfiera bienes muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato o inmediato en un delito, o se realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito; y aquí se supo que CASAS CUBILLOS estaba en posesión injustificada de un vehículo que tenía origen ilícito y poseía adulterada su identificación -placa-. Por demás, no se requiere demostrar condena previa contra terceros por ese delito original
; (iv) se da el ingrediente subjetivo, por haberse realizado la acción con conocimiento de causa, según se desprende de lo que más adelante se dirá, es decir, que el agente conocía o debía conocer la procedencia delictiva del bien o existía de su parte la motivación de ocultar o encubrir su origen ilícito.

Por fuera de todo ello, hay que recordar que se trata de un delito de mera conducta, formal o de ejecución instantánea, en el cual no hay lugar a probar un resultado específico más allá de la realización de uno cualquiera de los supuestos típicos; ni existen beneficios por reparación integral del daño causado, toda vez que el bien jurídico que se pretende proteger es de orden institucional

En cuanto a la competencia territorial, por haber sido el lugar de la apropiación uno diferente al de la recuperación por la acción atribuida al aquí procesado, corresponde recordar que el delito de receptación no está ligado al lugar donde se hallaba el objeto material del hurto al momento de su realización, sino al sitio donde se adquieren, reciben u ocultan los objetos provenientes de dicha conducta delictiva.

En el presente asunto el acusado aceptó estar en posesión de un bien mueble que tenía su origen inmediato en un delito de hurto, pero fue enfático en aseverar que nada tenía que ver con el comportamiento atentatorio del patrimonio económico ajeno
. Hasta aquí, se tendría simplemente una condición objetiva para atribuir receptación; sin embargo, el asunto adquirió relevancia punible cuando se supo que esa posesión era totalmente injustificada y en ese sentido surgen indicios en su contra que pregonan el conocimiento de su parte acerca de la procedencia ilegítima y el deseo de ocultar la verdadera procedencia. Así lo aseguramos por lo siguiente:
La excusa ofrecida por el implicado, se limita a decir que fue contratado por un sujeto de nombre CEDIEL N., de quien se ignoran más datos, nombre completo, lugar de ubicación o localización posible
. Añadió que recibió a cambio de esa conducción la suma de trescientos mil pesos, pero se ignora cuál era la finalidad del desplazamiento en horas nocturnas. En fin, la averiguación quedó huérfana, por la propia voluntad del comprometido y no por ineficiencia del Estado en averiguar por ese extraño (argumento principal de la defensa en su recurso). Esa presentación del caso, es totalmente absurda, pues significaría concretamente que un extraño (Cediel) le entrega a otro extraño (Javier Eduardo), por intermedio de otro extraño (Fredy “El loco”)  un bien de un valor considerable, sin la verificación correspondiente, sin una real contraprestación y a riesgo de que ese bien se extravíe al igual que el dinero entregado “en confianza”. Dinero éste ($300.000.oo) que curiosamente le tenía que alcanzar para todos los “viáticos”: desplazamiento ida y regreso, gasolina, peajes; quedando en entredicho el pago de sus servicios.
Los testigos que declararon en la audiencia, sólo dijeron que en el sector conocían a un señor de nombre CEDIEL, pero realmente ninguno pudo ubicar su paradero porque a decir de los declarantes, el señor CEDIEL “no volvió a frecuentar el sector”; esto es, desapareció sin razón.
Solo uno de los testigos, más exactamente OLEGARIO FONSECA FONSECA
, afirmó que ALVARO RAMIREZ, persona que trabajó para él, le comentó que “don Cediel” necesitaba un conductor para que le trajera un carro, por lo cual, OLEGARIO ofreció los servicios del aquí acusado JAVIER EDUARDO CASAS, persona que a veces le ayuda en los relevos. Concluye su intervención sosteniendo que sólo supo que fueron a hablar con CEDIEL pero que no sabe en qué quedarían con éste.

No es creíble la tesis sostenida por el acusado porque nadie contrata la traída de un vehículo de una ciudad a otra, con un desconocido de quien no sabe absolutamente nada, ni su nombre, ni su domicilio, ni un número telefónico donde poderlo ubicar en caso de presentarse algún contratiempo en ese recorrido.  

Tampoco es lógico, insistimos, que una persona desconocida entregue a otro igualmente desconocido esa suma de dinero ($300.000.oo) para que se desplace de una ciudad a otra a llevar un camión, que le va a ser entregado por un señor también desconocido de quien apenas se sabe que se apoda “Fredy el loco”. Entrega que además se haría sin que mediara ningún documento de por medio.  

El citado CEDIEL quien supuestamente le encomendó a JAVIER EDUARDO CASAS la misión de llevar el camión de una ciudad a otra, nunca apareció en el proceso, siempre fue un fantasma porque si bien la Fiscalía no logró identificar e individualizar a este personaje (como lo aduce el recurrente), también resulta cierto que la defensa tampoco hizo sus esfuerzos por corroborar su tesis y buscar al señor CEDIEL para fortalecer los dichos del acusado. La no posibilidad de identificar a un desconocido no puede ser argumento que convalide la ausencia de justificación, porque en una situación como la que es objeto de análisis, esa explicación razonable era carga de quien actuó en forma extraña, pues no otra cosa se puede concluir de la actitud asumida por CASAS CUBILLOS.
Causa perplejidad que el mismo JAVIER EDUARDO ponga de presente las inconsistencias de la documentación del vehículo, la misma que se mostraba rara según él, dado que se veían como papeles demasiado nuevos y por esa razón los rasparon en su presencia para darles una apariencia de envejecimiento.

Afloran indiscutibles, así, los indicios de oportunidad por posesión del bien hurtado en circunstancias anómalas, unido al de mala justificación o mentira
, que no son simples sospechas, corazonadas o palpitaciones como lo esgrime el acucioso defensor, porque entre otras cosas, partieron de supuestos fácticos debidamente demostrados y terminaron corroborando la información que desencadenó toda la actividad policial tendiente a la verificación de los datos que ofreció el informante anónimo. 
El señor defensor, nos habla de que su representado obraba como un simple tenedor y no como un poseedor que es lo que exige la disposición; pero deja de lado la intención de ocultamiento o encubrimiento al que también se contrae la norma, para cuya realización es indiferente que se trate de poseedor o nudo propietario. También nos habla de la escueta investigación del órgano investigador, pues bien pudo agotar mejores esfuerzos para dar con el paradero de CEDIEL y de FREDY “El loco”, empero, no puede negar el señor apoderado que en cuanto a CEDIEL en el expediente no obra ningún medio que permita siquiera un intento de localización (ni dirección, ni teléfono, ni lugar de trabajo, nada, absolutamente nada, simplemente que “acostumbraba visitar el lugar” y que ya no había vuelto). En cuanto a FREDY “El loco”, asiste razón a la defensa en cuanto a que bien se pudo ir a preguntar por el bombero a la estación referida y verificar la existencia de ese potencial testigo
; sin embargo, téngase en cuenta que esa persona, si existe, es otro sujeto más de la cadena delictual, pues en él concurrirían los mismos elementos de convicción acerca de la responsabilidad penal aquí atribuida. 
Así tenemos que: Si en efecto existía un vehículo hurtado, del cual se tuvo noticia oportuna acerca de su paradero en poder de JAVIER EDUARDO. Si la supuesta contratación de éste se encuentra rodeada de incógnitas que no se pudieron dilucidar, principalmente por una mala explicación de parte de quien tenía el deber de ofrecer respuestas razonables. Si no hay nada que justifique la tenencia de ese bien en las condiciones anotadas, el mismo que tenía su placa de identificación alterada y los documentos no estaban en regla como se pudo advertir por CASAS CUBILLOS, entonces la única determinación sana en lógica es la imposición de condena en los términos en que lo hizo la funcionaria del conocimiento.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Treinta y Seis Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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      JOEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
Magistrado
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       Secretaria de la Sala 
� Fl. 78 C.O.I.


� Visible entre fls. 84 y 89 C.O.I.


� Varias irregularidades se observan en la documentación del vehículo, como por ejemplo que el seguro obligatorio aparece a nombre de una persona que se identifica con la cédula de otra.


� Recurso visible a fl 62 C.O.II. 


� El número del chasis sí era el original y de allí se pudo establecer la placa que le había sido adjudicada por las autoridades de Tránsito.


� Se introdujo un inciso en el que se estableció: “Si la conducta se realiza sobre medio motorizado, o sus partes esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos, la pena será de cuatro (4) a ocho (8) años de prisión y multa de cinco (5) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


� C.S.J., Sentencia de 9 de Junio de 2004, proceso 22405, M.P. PULIDO DE BARÓN.


� Criterio utilizado para explicar la receptación por encubrimiento (testaferrato). Cfr. Corte Suprema de Justicia, sentencia de 8 de Septiembre de 2004, proceso 20.249, M.P. SOLARTE PORTILLA.


� C.S.J., Sentencia de 29 de Octubre de 1996, proceso 10.242, M.P. CÓRDOBA PROVEDA.


� C.S.J., Sentencia de 9 de Junio de 2004, proceso 22.405, M.P. PULIDO DE BARÓN.


� C.S.J., Sentencia de 6 de Julio de 1999, proceso 15.923, M.P. MEJÍA ESCOBAR.


� Incluso, muy a pesar de aseverar que una vez hiciera el trabajo se comunicaría telefónicamente con  CEDIEL, es lo cierto que ni siquiera cuenta con ese número telefónico que permitiera el referido contacto. Tampoco éste lo volvió a llamar como había sido lo convenido.


�  Fl. 20 C.O.II.


� Aunque arduamente censurado por la doctrina, se trata de un indicio avalado por la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal, al respecto, cfr. Sentencia de agosto veintinueve (29) de 2002. Radicación 16370. M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll.


� En forma marginal, no sobra decir, tomando en cuenta la teoría de la carga dinámica de la prueba (factor de política criminal de imperiosa aplicación obviamente restrictiva, habida consideración a que de otra forma sería virtualmente imposible el conocimiento de datos acerca de los cuales sólo tiene posibilidad de acceso el involucrado, v.gr. en el enriquecimiento ilícito, o en la extinción de dominio, etc.), al igual que el hecho de haber presentado la propia defensa en el juicio otros testigos a su favor, que en lo que hace a estos personajes específicos (Fredy “El Loco” y el referido bombero), ningún esfuerzo se observó tampoco por parte de la defensa en aras de allegar al plenario esa evidencia que según asegura le era crucial para el esclarecimiento de la verdad.





Página 1 de 9

